
Participación de la industria transnacional de 
alimentos y bebidas en la formulación de políticas 

A pesar de los recientes esfuerzos que la actual administración (2018 - 2024) ha concertado para reducir la alta 
carga de obesidad y diabetes en México, la participación de la industria de alimentos y bebidas en la formulación 
de políticas y en el debate público sobre la política alimentaria ha sido la norma durante muchos años, sin ser ésta 
percibida como un tema negativo o preocupante por los formuladores de políticas, académicos o grupos de la 
sociedad civil.7-9 Múltiples estudios han demostrado el involucramiento de la industria alimentaria en el proceso 
de políticas, la cercanía de los actores de la industria alimentaria con políticos; y  su involucramiento en impulsar 
soluciones al problema de obesidad y diabetes que protegen sus propios intereses sobre los de la población.9-12

El Problema

La obesidad y enfermedades no transmisibles asociadas en México

Asociaciones Público-Privadas
en México: Implicaciones para la 
Gobernanza en Salud Pública de 
Nutrición

•  La obesidad fue declarada, como una emergencia 
de salud pública nacional en 2016 y también en 
2018.1,2 

•  Más de 250,000 personas mueren cada año 
por causas relacionadas a enfermedades 
no transmisibles, incluyendo enfermedades 
cardiacas y diabetes.3 

•  La última Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 
(ENSANUT) informó que la prevalencia 
combinada de sobrepeso y obesidad en adultos 
fue de 75% y la de diabetes previamente 
diagnosticada fue de 10.3%.4

•   De acuerdo con la ENSANUT, 35.5% de los niños 
entre 5 y 11 años de edad y 38.4% de adolescentes 
entre 12 y 19 años tienen sobrepeso.4

•  El consumo regular de bebidas azucaradas se 
ha estimado en más de 80% de la población, 
independientemente de la edad. Las bebidas 
azucaradas son la principal fuente de azúcar 
en la dieta y el 69% del azúcar agregado que 
consumen los mexicanos proviene de bebidas 
endulzadas con azúcar.5

•  Casi el 65% de los niños de 5 a 11 años y el 
35.4% de adultos reportaron el consumo 
diario de botanas y postres. La evidencia ha 
confirmado cómo el aumento de la obesidad y 
enfermedades asociadas está relacionado con el 
alto consumo de bebidas azucaradas y alimentos 
ultraprocesados.6 
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Esta influencia persiste a través de diferentes medios y tipos de acciones, a pesar de los cambios de liderazgo en el 
gobierno federal, el último en 2018.11 Una de las muchas estrategias utilizadas por las industrias transnacionales 
de alimentos y bebidas (ITAyB) es participar en asociaciones público-privadas (APPS) en las políticas y programas 
que tienen como objetivo mejorar la salud, la nutrición y el acceso al agua. Éstas reflejan un conflicto de intereses 
inherentes para tales industrias, pero se han enmarcado como acciones de responsabilidad social empresarial 
(RSE)13 y no se perciben comúnmente como una amenaza para los esfuerzos de salud pública.

Si bien se ha prestado mayor atención al tema de la influencia corporativa en las políticas de salud pública,10,14,15 
las ITAyB continúan ejerciendo su poder en la política de salud pública de diferentes maneras. Algunos ejemplos 
incluyen la participación en diálogos sobre políticas (e.j. la consulta pública sobre el etiquetado frontal de alimentos 
en 2019), el cabildeo hacia los tomadores de decisiones para que retrasen la adopción e implementación de 
políticas, y las asociaciones con ellos para implementar políticas.16,17

Asociaciones Público Privada (APPS) 
como actividad política corporativa

Las actuales tendencias de las enfermedades no 
transmisibles son motivo de gran preocupación 
mundial. Una estrategia alentada a nivel internacional 
para prevenirlas y controlarlas es promover las APPS.  
Al mismo tiempo, entablar una APPS es una forma de 
activismo político empresarial que las corporaciones 
de tabaco, alcohol y alimentos ultraprocesados han 
adoptado en el pasado.1 La evidencia sugiere que a 
menudo las APPS son ineficaces para mejorar la salud 
pública y con frecuencia se utilizan como una estrategia 
corporativa para interferir con la política de salud 
pública. El principal riesgo de estas asociaciones es 
la influencia que las corporaciones pueden ejercer 
tanto para neutralizar los esfuerzos de mejoramiento 
de las políticas de salud del gobierno que podrían 
desfavorecerlos. Otro riesgo es la prolongación 
de las APPS existentes, a través de cabildear para 
lograr políticas “blandas” que favorezcan su imagen 
corporativa.19 En la gobernanza global alimentaria 

de hoy en día, los actores privados, en particular las 
ITAyB, desempeñan un papel más significante que nunca 
antes.20,21

Este estudio confirma que en México este tipo de APPS 
ha producido ganancias mínimas para la salud pública, 
mientras que ha impulsado la credibilidad de los socios 
corporativos, en este caso las ITAyB. La participación 
del gobierno en las APPS con actores de la industria 
alimentaria debe evaluarse cuidadosamente, en 
particular si dichas asociaciones carecen de principios 
claros de gobernanza y mecanismos para salvaguardar 
la transparencia y la rendición de cuentas pública.

Métodos

Realizamos un estudio cualitativo para explorar cuatro APPS* que tienen como objetivo controlar la 
obesidad, aumentar los niveles de actividad física y mejorar el acceso al agua potable y el saneamiento 
en México. Estas APPS fueron establecidas durante la administración presidencial pasada (2012-2018), 
que también lanzó la Estrategia Nacional para la Prevención y Control del Sobrepeso, la Obesidad y 
la Diabetes en 2013. Estas APPS tenían al menos 15,000 beneficiarios por programa y múltiples sitios 
de ejecución.
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a)  “Centros de Hidratación” patrocinados por Coca-Cola, con la Secretaría de Educación y la 
Secretaría de Salud.

b)  “Agua, Saneamiento y Salud”, es un proyecto de alcance nacional promovido por Pepsi-Co, el 
Banco Interamericano de Desarrollo y la Comisión Nacional del Agua. 

c)  “Ponte al 100”, es una iniciativa lanzada por Coca-Cola con la Secretaría de Salud y la Comisión 
Nacional de Cultura Física y Deporte (CONADE).

d)  “Nestlé por niños saludables/Nutrir”. Es un proyecto promovido por Nestlé con la Secretaría 
de Educación y la Secretaría de Salud.

Realizamos 26 entrevistas con funcionarios de la industria y del gobierno, ejecutores de programas 
y expertos en la materia, entre enero y mayo de 2020. Recopilamos y revisamos 172 documentos 
sobre las APPS seleccionadas y sobre el contexto mexicano durante la operación de dichas APPS, 
incluyendo reportes y solicitudes de información pública. Analizamos temáticamente la información 
usando una combinación de teorías y marcos relacionados con los principios de buena gobernanza 
en la política de salud, así como los aspectos programáticos y operativos de los programas de salud 
para guiar nuestros resultados.22

*Algunas APPS fueron continuaciones de programas anteriores y otras, estaban todavía en curso 
cuando finalizó este estudio.

Identificamos tres tipos de APPS como principales acuerdos entre los sectores público y privado:

1)  El sector privado se suma a una acción pública, pero solo para una parte específica o fase de ejecución 
del programa (también enmarcado como donaciones).

2)  El sector privado presenta un proyecto en sus propios términos. El socio público tiene muy poca 
influencia en el diseño, pero tiene libertad de acción (para ejecución). 

3)  El sector privado es el principal diseñador, ejecutor y tomador de decisiones. El gobierno se convierte 
en un instrumento para el logro de los objetivos corporativos/privados.

En síntesis, nuestros hallazgos indican que:

•  Todas las APPS examinadas contaban con mínima información pública disponible sobre su duración, 
evaluación, impacto y gobernanza.

•  La gobernanza en torno a las APPS estudiadas fue débil. No se siguieron principios claros, de manera 
consistente y transversal entre los socios, incluyendo los de rendición de cuentas, transparencia, equidad, 
participación, integridad y credibilidad, entre otros.

•  El gobierno federal dependía de la ayuda del sector privado para lograr objetivos de salud pública (por 
ejemplo, proporcionar un servicio, como bebederos de agua potable).

•  Algunos entrevistados percibían al apoyo de las ITAyB como una fuente importante de soporte económico 
para el gobierno.  

Resumen de Hallazgos 
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•  Otros actores entrevistados percibieron a las ITAyB como una amenaza a la agenda de salud pública o 
consideraron a las APPS como un mecanismo que diluye los impactos en la salud pública y sirve a fines 
comerciales, en su lugar.

•  Varios entrevistados enmarcaron el problema de la obesidad y su solución, en torno al cambio de 
comportamientos individuales, lo que refleja lo arraigada que es esta narrativa entre los actores públicos y 
privados, aunque ha sido empleada y propagada principalmente por la industria alimentaria y sus aliados.

Identificamos varios problemas en las cuatro APPS estudiadas. 
Estos van desde cuestiones programáticas tales como la 
implementación, el monitoreo y la evaluación de los programas 
diseñados y ejecutados a través de estas APPS hasta los principios 
de gobernanza adheridos, incluyendo asuntos de transparencia y 
rendición de cuentas. Proponemos algunas soluciones potenciales 
basadas en nuestros hallazgos y en nuestra revisión bibliográfica. 

Problemas Identificados 
y Soluciones Potenciales 

Problemas 

En materia de diseño, implementación y evaluación

•   Encontramos varias debilidades y problemas de ejecución en todas las APPS estudiadas, tales como i) 
esfuerzos descoordinados y toma de decisiones arbitrarias a nivel local (por una escuela, su director o una 
autoridad a nivel municipal); ii) falta de seguimiento con la población después de la primera intervención; 
iii) información poco clara entre la población objetivo y la población que recibió la intervención.

•    Algunas evaluaciones de terceros de las APPS estaban disponibles para el público. Aun así, en general, 
no se disponía de herramientas o recursos sobre los indicadores utilizados para supervisar y evaluar los 
resultados y el impacto de los programas.

En materia de transparencia y rendición de cuentas

•  Las instituciones privadas tenían sus propias metodologías de operación y registros, sin embargo, éstos 
no estaban disponibles para el público.

•  Los socios del sector público no tenían información completa y precisa sobre los programas llevados a 
cabo bajo las APPS. La información disponible por la plataforma de transparencia es limitada. 

•  Las APPS estudiadas produjeron beneficios para las entidades privadas participantes y aliviaron la carga 
financiera neta de los programas públicos, pero no contaban con herramientas o recursos disponibles 
para asegurar la transparencia y rendición de cuentas. 

•  Las APPS estudiadas fallaron en mostrar un efecto positivo en los hábitos de consumo de agua, los cambios 
en el consumo de alimentos, los niveles de actividad física o el acceso al agua; ni tuvieron un impacto 
medible en la obesidad.
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Relativo a otros principios de buena gobernanza

• En los documentos disponibles al público se identificaron inconsistencias y violaciones a principios de 
ética, inclusión, justicia y esfuerzos de anticorrupción, además de los principios de buena gobernanza. 

•  Aunque los acuerdos de colaboración público-privada preveían la activa participación de los beneficiarios 
en los programas, se encontró poca o nula evidencia de la participación de éstos en la toma de decisiones 
o en el funcionamiento de los programas, de manera continua o significativa.

•  A pesar de que algunas APPS fueron sujetas a un mayor escrutinio por parte de la sociedad civil, otras 
APPS no lo fueron y siguieron funcionando sin mecanismos claros de rendición de cuentas y con poca 
información disponible para el público (por ejemplo, el programa Nestlé por niños saludables a nivel local).

• La promoción de la marca de la entidad privada participante se produjo de manera directa o indirecta; sin 
ser percibida como una práctica negativa, por la mayoría de los implementadores o beneficiarios.

Soluciones potenciales 

Relacionados con el diseño, implementación y evaluación de programas realizados bajo acuerdos de APPS

•  Evitar por parte de las instituciones públicas el involucramiento con corporaciones nacionales o 
transnacionales de alimentos y bebidas, particularmente las APPS de alimentación, nutrición y acceso al 
agua.    

•  Aplicar recursos legales específicos para garantizar una efectiva implementación, supervisión y conclusión 
de los programas que actualmente operan bajo acuerdos de APPS.

•  Llevar a cabo evaluaciones de terceros de programas existentes implementados bajo acuerdos de APPS.

• Las APPS bajo consideración o existentes deberían:

  Ser revisadas por una comisión independiente para una evaluación inicial de riesgos y una auditoría 
de debida diligencia del socio privado.

   Tener prioridades claramente definidas, así como objetivos alcanzables en beneficio de los ciudadanos, 
con una base de referencia establecida y relevante para cada APPS con el fin de supervisar los progresos.

  Incluir actores independientes en la estructura de las APPS para monitorear y evaluar su implementación 
y los impactos relacionados con la salud.

   Mejorar la disponibilidad de información confiable, pertinente y oportuna para evaluar los verdaderos 
costos y beneficios de las APPS, así como los programas realizados bajo acuerdos de APPS.

Relativo a transparencia y rendición de cuentas 

•  Las entidades públicas deben buscar soluciones de financiación alternativas para los programas y proyectos 
relacionados con la alimentación, la nutrición y el acceso al agua, y deben garantizar la transparencia 
financiera para evitar comprometerse con las industrias nacionales o transnacionales de alimentos y 
bebidas para perseguir esos objetivos.
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Acciones desde el gobierno

•   Mejorar los recursos, el acceso y las herramientas para aumentar la rendición de cuentas en los programas 
públicos destinados a mejorar la salud.

•  Las entidades públicas deben explorar esquemas alternativos de financiamiento para los programas de 
salud pública destinados a controlar la obesidad, aumentar la actividad física y mejorar el acceso al agua y 
saneamiento y otros programas relacionados con la salud, en lugar de participar en APPS con corporaciones 
con conflicto de interés.

•  Actores gubernamentales en general, y comisiones parlamentarias (por ejemplo, de Salud, Educación y 
Derechos Humanos) deberían debatir y proponer directrices y leyes para regular las APPS; éstas deberían 
incluir restricciones a la participación en APPS con ITAyB cuando se lleven a cabo programas públicos 
destinados a controlar la obesidad, mejorar la nutrición, aumentar los niveles de actividad física y mejorar 
el acceso al agua y al saneamiento.

•  Formar un panel o comisión de expertos para evaluar el conflicto de interés en torno a las posibles APPS 
y dictaminar a favor o en contra de la creación de dichas asociaciones, tras evaluar sus riesgos.

 •  Las APPS existentes o que estén bajo consideración, deberían:

   Garantizar la transparencia fiscal. 

  Todos los actores que participen en un programa de APPS, rendir cuentas al público al que pretenden 
servir, y no debe haber ningún conflicto de interés (en relación con la misión, la visión, los resultados, 
las prácticas y las políticas) entre el socio privado y la entidad pública.

  Los socios públicos y privados, hacer pública toda la información sobre la APPS. Ambas entidades 
deben rendir cuentas, idealmente ante una tercera parte: los beneficiarios y la población en general. 

Relacionados con asuntos de gobernanza

•  Los derechos humanos y el interés público deben estar al centro de los programas de alimentación y 
nutrición. Los programas deben evitar priorizar el deber fiduciario de cualquier entidad privada, sobre 
los objetivos del derecho a una alimentación y nutrición adecuada.

•  La participación de los beneficiarios es fundamental para mejorar la rendición de cuentas de los socios 
públicos y privados, así como la credibilidad y el impacto real de sus programas. 

•  Los principios basados en la acción y en el discurso deben coincidir. Los principios deben tener indicadores, 
acciones y medidas específicas para verificar su cumplimiento.

• Desarrollar mecanismos claros para prohibir la promoción de alimentos y bebidas poco saludables en 
las APPS, y para proteger los objetivos de salud pública de cualquier otra práctica comercial que pueda 
resultar de estos acuerdos.

Recomendaciones

Con base en nuestra investigación y la revisión bibliográfica, 
desarrollamos varias recomendaciones para cada uno de 
los actores involucrados en las APPS, con la finalidad de 
servir al bien común.  
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•  En lo que se refiere a las APPS existentes con las ITAyB, se debe considerar un rediseño de la base para evitar 
intervenciones ineficientes dirigidas supuestamente, a aliviar problemas de salud pública. Por ejemplo:  

  Desarrollar herramientas para proteger las políticas y los programas públicos de asociaciones con 
entidades del sector privado con inherente conflicto de interés. 

   Asegurar la participación comunitaria y de grupos de la sociedad civil – que protegen los derechos 
humanos a una alimentación nutritiva y adecuada, incluyendo el derecho al agua – como un elemento 
clave, en cualquier intervención dirigida a mejorar la nutrición y la salud, así como atender la obesidad 
y las enfermedades crónicas relacionadas con la dieta.   

  Permitir que evaluadores externos (sin conflicto de interés) valoren el diseño, la ejecución y evaluación 
de programas realizados bajo acuerdos de APPS.

•   En general, mejorar normas y regulaciones nacionales sobre transparencia fiscal y sobre prácticas no 
promocionales en casos de participación en APPS. 

Acciones desde la sociedad civil 

•   Apoyar a los ciudadanos y a los beneficiarios para que pidan cuentas a los socios privados y públicos 
cuando participen en programas de salud pública.

•   Cuestionar el planteamiento de los problemas públicos y sus soluciones cuando los socios privados 
implicados tienen conflictos de interés, como las industrias de alimentos y bebidas, ya sean transnacionales 
o nacionales.

•   Abogar por la participación de la comunidad y la sociedad civil en la elaboración de políticas y en todas 
las etapas de desarrollo de programas para apoyar el derecho humano a una alimentación, nutrición y 
acceso al agua adecuadas.

•  Exigir transparencia en los programas llevados a cabo bajo acuerdos de APPS y exponer las posibles 
lagunas de financiación y ejecución que perpetúan el uso de dichas asociaciones por parte del gobierno. 

•  Analizar los compromisos en el discurso (en papel), frente a las acciones llevadas a cabo en las APPS 
existentes, para que rindan cuentas.

•  Garantizar que el derecho humano a una alimentación y nutrición adecuada esté protegida frente a cualquier 
interés comercial cuando el gobierno realice acuerdos con socios privados.  

Acciones desde la academia 

•   Realizar y difundir estudios exploratorios para generar evidencia sobre las APPS en materia de alimentación, 
nutrición y salud, en los ámbitos nacional y subnacional.

•   Cuestionar el planteamiento de problemas y soluciones cuando hay involucramiento de actores nacionales 
o de las ITAyB en programas de alimentación, nutrición y salud.

•  Evaluar independientemente el diseño, la implementación y evaluación de los programas realizados bajo 
acuerdos de APPS.  

•  Las instituciones académicas deberían de seguir los códigos de ética y directrices para proteger a la ciencia 
de cualquier involucramiento con socios privados que pueden interferir con la ejecución o el impacto de 
los principios de investigación.23



Acciones desde los actores privados

•   Mejorar el manejo de la información, el acceso público a la información y herramientas de rendición de 
cuentas para programas realizados bajo acuerdos de APPS.

•   Garantizar que existan los recursos que aseguren la transparencia estén disponibles para la ciudadanía y 
coincidan con los registros públicos. 

•   Definir claramente las metas de los programas en los que participan.

•  Declarar todos los intereses relacionados.

•  Garantizar una comunicación permanente y transparente entre los socios y con los beneficiarios.
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